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MEMORIA DEL ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO DEL PROYECTO DE REAL DECRETO POR EL QUE SE REGULA EL ECOSISTEMA DE CARTERA EUROPEA DE IDENTIDAD DIGITAL EN ESPAÑA DE ACUERDO CON EL MARCO EUROPEO DE IDENTIDAD DIGITAL
(V-12)


RESUMEN EJECUTIVO
	Ministerio/s


	Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública.


	Fecha
	29/9/26

	Órganos proponentes
	Agencia Estatal de Administración Digital
Secretaría de Estado de Digitalización e Inteligencia Artificial
	
	

	Título de la norma
	Proyecto de Real Decreto por el que se regula el ecosistema de cartera europea de identidad digital en España de acuerdo con el Marco europeo de identidad digital

	Tipo de Memoria
	Normal    [image: ]                  Abreviada  


	OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA

	Situación que se regula
	Este real decreto tiene por objeto designar las autoridades competentes en el ámbito nacional y atribuir las funciones que les corresponden en el ecosistema de la cartera europea de identidad digital en España, con el fin de asegurar su provisión, certificación, supervisión, gobernanza y operatividad, de acuerdo con lo previsto en el Reglamento (UE) Nº 910/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior y por el que se deroga la Directiva 1999/93/CE, tras su modificación por el Reglamento (UE) 2024/1183 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, por el que se modifica el Reglamento (UE) Nº  910/2014 en lo que respecta al establecimiento del nuevo marco europeo de identidad digital, y de acuerdo con lo previsto sus reglamentos de ejecución aplicables.



	Objetivos que se persiguen
	Establecer la estructura de gobernanza y las autoridades competentes para el despliegue en España de la Cartera Europea de Identidad Digital como un medio de identificación electrónica de nivel de seguridad "alto", garantizando la interoperabilidad transfronteriza y el control exclusivo del ciudadano sobre su identidad digital.

	Principales alternativas consideradas
	El Reglamento eIDAS 2 obliga en diversos preceptos a disponer de organismos nacionales con funciones específicas (por ejemplo, el artículo 12.bis indica la necesidad de disponer de un organismo de evaluación de los sistemas de identificación electrónica, el artículo 30 se refiere a necesidad de que los Estados miembros designen a los organismos con capacidad para certificar los dispositivos cualificados de creación de firmas, o el artículo 46.bis, que determina que los Estados miembros designarán los organismos de supervisión en su territorio). 

Por tanto, la alternativa cero de no aprobar se ha de descartar por no cumplir los objetivos.

	CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO

	Tipo de norma
	Real decreto

	Estructura de la norma 
	El real decreto consta de trece artículos distribuidos en cuatro capítulos, tres disposiciones adicionales y tres disposiciones finales.

	Tramitación de urgencia
	El Consejo de Ministros ha aprobado en su reunión de 29 de septiembre el Acuerdo por el que se autoriza la tramitación administrativa urgente del proyecto de real decreto prevista en el artículo 27.1a) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (LG, en adelante).

	[bookmark: _Hlk158890134]Consulta pública previa
	Al tramitarse por urgencia el trámite no procede (art 27.2.b) LG). 


	Audiencia pública
	Se somete al trámite de audiencia pública (art 26.6 LG).
Asimismo, de acuerdo con el segundo inciso del primer párrafo del artículo 26.6 LG, se realizará una audiencia específica a la Entidad Nacional de Acreditación (ENAC), designada en el artículo 5 del proyecto como Organismo Nacional de Acreditación de los organismos de evaluación de la conformidad de la cartera. 

	Informes
	Pendientes:

1) Informe 26.5.1º LG de todos los ministerios.
2) Informe de la AEPD (art. 5.3.b) del Estatuto de la Agencia Española de Protección de Datos, aprobado por el Real Decreto 389/2021, de 1 de junio.
3) Informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (art 5.2 de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia)
4) Informe de la Oficina de Coordinación y Calidad Normativa (art. 26.9 LG)
5) Informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública (art. 26.5.4º LG). 


No procede la evacuación del trámite de aprobación previa (26.5.5º LG) al entenderse implícita por ser el Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública, competente para su evacuación, el departamento proponente del proyecto.


	Dictamen del Consejo de Estado

	Al tratarse de una disposición reglamentaria que se dicta en ejecución, cumplimiento o desarrollo de tratados, convenios o acuerdos internacionales y del derecho comunitario europeo, procede la evacuación del dictamen de la Comisión Permanente del Consejo de Estado, de acuerdo con el artículo 22.2. de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado y el artículo 26.7.LG 


	ANALISIS DE IMPACTOS

	Adecuación al orden de competencias
	El real decreto se dicta al amparo de las competencias del Estado previstas en el artículo 149.1.18ª (bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y procedimiento administrativo común), 21.ª (telecomunicaciones) y 29.ª (seguridad pública). La norma fundamenta la concurrencia de estos títulos en la naturaleza multidisciplinar de la identidad digital, que abarca desde las condiciones básicas de identificación ciudadana hasta los requisitos críticos de ciberseguridad y protección de las redes. Asimismo, se ejerce la potestad de autoorganización para designar a las autoridades nacionales exigidas por el Reglamento (UE) 2024/1183. 



	






Impacto económico y presupuestario
	Efectos sobre la economía en general.
	La norma actúa como el habilitador jurídico esencial para el despliegue del ecosistema de identidad digital en España. Se estima que este marco generará un impacto positivo por la reducción de la brecha de interoperabilidad y la eliminación de barreras en el Mercado Único. Basándose en las estimaciones de la Comisión Europea (SWD/2021/124)[footnoteRef:1], se proyecta que este ecosistema aporte un valor añadido bruto de hasta 1.268 millones de euros y contribuya a la creación de entre 5.000 y 28.000 nuevos puestos de trabajo en un horizonte de 10 años. Para las PYMES, se estima un ahorro operativo medio de 20 horas anuales por la simplificación de trámites administrativos. [1:  Referencia de los datos: Commission Staff Working Documento Impact Assessment Report - https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/ALL/?uri=SWD:2021:124:FIN] 




	
	En relación con la competencia
	□ La norma no tiene efectos significativos sobre la competencia.
⊠ La norma tiene efectos positivos sobre la competencia.
□ La norma tiene efectos negativos sobre la competencia.

	
	Desde el punto de vista de las cargas administrativas.
	⊠ Supone una reducción de cargas administrativas.
Cuantificación estimada de 350-400 Millones de euros a nivel Unión Europea[footnoteRef:2] [2:  Referencia de los datos: Commission Staff Working Documento Impact Assessment Report - https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/ALL/?uri=SWD:2021:124:FIN] 

□ Incorpora nuevas cargas administrativas. 
□ Cuantificación  estimada_________€
No afecta a las cargas administrativas.

	
	Desde el punto de vista de los presupuestos, la norma

⊠ Afecta a los presupuestos de la Administración del Estado. 

□ Afecta a los presupuestos de otras Administraciones Territoriales.
	⊠ Implica un gasto. 
□ Implica un ingreso. 




	Impacto de género
	La norma tiene un impacto de género
	□ Negativo        
⊠ Nulo
□ Positivo   

	Otros impactos considerados
	· Cambio climático: Impacto positivo por la transición a procesos paper-less y reducción de desplazamientos, alineado con el Pacto Verde Europeo.
· Impacto social e inclusión: Impacto positivo. Mejora el acceso de colectivos vulnerables y zonas rurales a servicios transfronterizos.
· Accesibilidad y discapacidad: Impacto positivo. La norma obliga a que la Cartera cumpla con los requisitos de accesibilidad de la Directiva (UE) 2019/882.
· Infancia y adolescencia: Impacto positivo. Habilita mecanismos de verificación de edad que protegen al menor mediante la divulgación selectiva, evitando el acceso a contenidos no deseados sin revelar la identidad completa.


	OTRAS CONSIDERACIONES
	No se realizan.





I.- OPORTUNIDAD DE LA NORMA

1.- MOTIVACIÓN

En España existe actualmente una amplia variedad de medios de identificación digital, surgidos para responder a distintas necesidades a lo largo del tiempo. Su uso está muy extendido entre la ciudadanía y la demanda continúa creciendo de forma sostenida. No obstante, esta diversidad genera incertidumbre en el ciudadano al no saber con certeza qué medio elegir para identificase en una empresa o ante una administración pública o si existe un medio de identificación más adecuado frente a otros. Además, se da la situación de que estos medios de identificación únicamente son válidos en España, con la sola excepción del DNI electrónico, cuyo uso transfronterizo es limitado y se circunscribe casi exclusivamente al sector público.
En este contexto, aparece clara la necesidad de disponer de un medio de identidad digital armonizado a nivel europeo, con validez transfronteriza, con los más altos requisitos de seguridad y privacidad, que sea el mismo en todos los Estados miembro y que se utilice indistintamente para acceder a productos y servicios del sector privado y para relacionarse con las administraciones públicas. 
Además, en este nuevo marco, la identidad abarca también las conocidas como declaraciones electrónicas de atributos (títulos universitarios, tarjetas sanitarias o licencias entre muchos otros), las cuales se encontrarán en poder del propio ciudadano y podrán ser reconocidas como válidas en toda la Unión Europea, llevando de forma armonizada la identidad digital a una dimensión muy superior a la actual. 
Sin duda, este importante impulso a la identidad digital proveerá a los ciudadanos de un claro medio universal de identificación digital, de manera segura y manteniendo el control de sus datos personales. También ofrecerá a las empresas españolas (especialmente PYMES), un marco que reducirá los costes operativos de identificación de clientes gracias a confiar en una identidad digital armonizada y de nivel "alto".
La motivación de este Real Decreto se basa en la necesidad urgente de institucionalizar el ecosistema nacional de soberanía digital que permita adoptar este nuevo sistema de identidad digital con las máximas garantías de seguridad, privacidad, protección de datos y control de los datos por parte del usuario.

Asimismo, el marco legal de esta iniciativa se circunscribe al Reglamento eIDAS (Reglamento (UE) 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior), el cual ha sido objeto de una profunda modificación mediante la adopción en 2024 del Reglamento (UE) 2024/1183 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, por el que se modifica el Reglamento (UE) 910/2014 en lo que respecta al establecimiento del nuevo marco europeo de identidad digital, conocido como Reglamento eIDAS2.

El Reglamento eIDAS2 establece un nuevo marco europeo de identidad digital (MEID, en adelante) para garantizar que la ciudadanía y las empresas puedan identificarse electrónicamente de manera segura en toda la Unión Europea y acceder y prestar servicios digitales de confianza, independientemente de cuál sea su Estado miembro de origen. 

Asimismo, el Reglamento eIDAS2 incorpora como novedad la regulación de la cartera europea de identidad digital (CEID)[footnoteRef:3] que constituye el primer medio de identidad digital común en la Unión y que permitirá a ciudadanos y empresas acreditar su identidad de manera digital y almacenar y compartir de forma segura en cualquier Estado miembro declaraciones electrónicas de atributos (comúnmente conocidas como “Credenciales Digitales”) como permisos de circulación, titulaciones académicas, tarjetas sanitarias, etc. La interoperabilidad, la seguridad y la protección de datos personales son pilares esenciales de este nuevo ecosistema de identidad. [3:  Conocida comúnmente por sus siglas en inglés como “EUDI Wallet” o “EUDIW”] 


La utilización de la cartera europea de identidad digital será voluntaria para la ciudadanía, sin perjuicio de que todos los Estados miembros estarán obligados a ofrecer como mínimo una cartera europea de identidad digital, no más tarde del 24 de diciembre de 2026. 

Una de las funciones esenciales para el funcionamiento del nuevo MEID es la garantía de la correspondencia transfronteriza de la identidad de las personas físicas. Para dar cumplimiento a estas obligaciones, y en consonancia con el respeto a la organización interna de cada Estado miembro, resulta necesario establecer a nivel nacional las entidades responsables de desarrollar e implantar una solución común que permita realizar dicha correspondencia transfronteriza de forma segura, escalable e integrada en los sistemas públicos existentes.

El Reglamento eIDAS2 prevé la obligación de aceptación de las carteras europeas de identidad digital como medio de identificación en servicios públicos, organizaciones privadas y plataformas en línea de muy gran tamaño. Así, en el primer caso, el acceso a un servicio en línea proporcionado por un órgano, organismo o entidad del sector público que requiera identificación y autenticación electrónicas debe habilitarse mediante cualquier cartera europea de identidad digital reconocida en alguno de los Estados miembros. Por su parte, las organizaciones privadas (que no tengan la condición de micro ni pequeñas empresas) que estén obligadas por normativa nacional o de la Unión a utilizar autenticación fuerte para la identificación en línea, o cuando esta sea exigida por contrato, deberán aceptar la cartera a solicitud del usuario (esto aplica, entre otras, a las que intervengan en los sectores del transporte, energía, banca, servicios financieros, seguridad social, salud, agua potable, servicios postales, infraestructura digital, educación o telecomunicaciones). Por último, cuando las Plataformas en línea de muy gran tamaño definidas como tales en el Reglamento de Servicios Digitales[footnoteRef:4] requieran autenticación de usuario para acceder a servicios en línea, deberán también aceptar y facilitar el uso de la cartera cuando estos lo soliciten voluntariamente y con sujeción al principio de minimización de datos.  [4:  Reglamento (UE) 2022/2065 del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de octubre de 2022 relativo a un mercado único de servicios digitales y por el que se modifica la Directiva 2000/31/CE] 


España ha manifestado un fuerte compromiso con la transformación digital, situando la identidad digital como una herramienta estratégica al servicio de la ciudadanía, las empresas y las administraciones públicas. Ejemplo de este compromiso es el puesto que España ocupa en el eGovernment Development Index de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), situándose en el número 17.º a nivel mundial. Este índice presenta el estado del desarrollo del gobierno electrónico en los Estados miembros de las Naciones Unidas en el ámbito de la prestación de servicios en línea, la conectividad de telecomunicaciones y la capacidad humana.

Esta voluntad y compromiso se concreta en la Estrategia España Digital 2026, cuya medida 18 prevé el desarrollo de una Administración orientada a la ciudadanía y, en particular, la provisión de servicios digitales personalizados, seguros e interoperables. El proyecto Cartera Digital nacional se enmarca en el Plan de Digitalización de las Administraciones Públicas 2021-2025, concretamente en su medida 4, destinada al impulso de un nuevo modelo de identidad digital.

El nuevo MEID crea una serie de nuevos roles y responsabilidades a la vez que actualiza las competencias de los roles existentes de provisión, supervisión, certificación y gobernanza. Por ello se requiere de una implementación coordinada por parte de los Estados miembros, requiriendo que estos provean de recursos e infraestructuras adecuadas para cumplir con las disposiciones del Reglamento.

A tal fin, resulta necesario definir con claridad en el ordenamiento jurídico nacional los actores involucrados, sus competencias y los mecanismos de coordinación que aseguren el correcto funcionamiento de la implementación nacional en el contexto del marco europeo. Este real decreto contribuye a este objetivo, estableciendo la estructura de gobernanza nacional para la aplicación del Reglamento eIDAS, tras su modificación por el eIDAS2, respetando el marco normativo vigente en los distintos ámbitos afectados.

En este contexto, corresponde a la Agencia Estatal de Administración Digital, en virtud de lo dispuesto en su Estatuto, aprobado por el Real Decreto 1118/2024, de 5 de noviembre, la responsabilidad de liderar la transformación digital del sector público, coordinar la implantación de las estrategias nacionales e internacionales en materia de administración digital, así como actuar como entidad de referencia en el diseño y despliegue de servicios digitales transversales, interoperables y centrados en la ciudadanía.

El Reglamento eIDAS prioriza la privacidad de los datos personales y el control del usuario sobre la información compartida, en plena consonancia con los principios establecidos en el Reglamento General de Protección de Datos[footnoteRef:5], por ello este real decreto cumple las previsiones de dicho Reglamento, así como con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. [5:  Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE] 


Dado que el marco general de servicios de confianza e identificación electrónica ya está integrado en el derecho nacional, este real decreto se limita a designar formalmente a las autoridades competentes exigidas por el nuevo marco europeo: la AEAD (Punto de contacto y Proveedor estatal), la DGOSDCA (Supervisión), el CCN (Certificación) o la ENAC (Acreditación). La norma solventa así la falta de una arquitectura administrativa nacional que garantice la interoperabilidad transfronteriza y el nivel de seguridad “alto” de la Cartera, sin extenderse a otras responsabilidades del Reglamento (UE) 910/2014 ya reguladas por la Ley 6/2020, de 11 de noviembre, reguladora de determinados aspectos de los servicios electrónicos de confianza.


2.-OBJETIVOS

La norma persigue un objetivo general consistente en establecer la estructura de gobernanza y las autoridades competentes para el despliegue en España de un medio de identificación electrónica de nivel de seguridad "alto", garantizando la interoperabilidad transfronteriza y el control exclusivo del ciudadano sobre su identidad digital.

	Este objetivo general se concreta en unos objetivos específicos y unos medios para lograrlos:

1) Institucionalizar la Gobernanza Nacional del Ecosistema
· Objetivo: Designar y coordinar a las autoridades competentes para evitar vacíos normativos y garantizar una supervisión eficaz de los servicios de identidad digital.
· Medio: Atribución de roles específicos a la DGOSDCA (Supervisión), AEAD (Punto de contacto y Registro), CCN (Certificación) y ENAC (Acreditación).
2) Garantizar la Correspondencia Transfronteriza de la Identidad
· Objetivo: Asegurar que los ciudadanos y residentes europeos puedan ser identificados de forma unívoca e inequívoca en cualquier otro Estado miembro de la UE al realizar trámites públicos transfronterizos.
· Medio: Mandato conjunto a la AEAD, la AEAT y la Dirección General de la Policía para el diseño y mantenimiento de la solución técnica de correspondencia de identidad.
3) Fomentar la Soberanía Digital y el Control del Usuario
· Objetivo: Devolver al ciudadano el control exclusivo sobre sus datos personales, permitiéndole elegir qué información comparte y con quién, eliminando el perfilado por parte de terceros.
· Medio: Implementación técnica del panel común en la cartera y exigencia de separación lógica de datos entre el proveedor y otros servicios.
4) Impulsar la Transformación Digital de los Sectores Privados Críticos
· Objetivo: Obligar y facilitar la aceptación de la identidad digital en sectores estratégicos para reducir costes de operación y fraude.
· Medio: Creación del Registro Nacional de Partes Usuarias y el sistema de autorización de certificados de acceso para entidades privadas.
5) Habilitar la Plena Validez Legal de las Credenciales Digitales
· Objetivo: Lograr que atributos como títulos universitarios, permisos de conducir o tarjetas sanitarias en formato digital tengan el mismo valor jurídico que sus equivalentes en papel en toda la Unión.
· Medio: Establecimiento de procedimientos de verificación previa para los emisores de atributos (QEAA) y los organismos responsables de fuentes auténticas.
6) Asegurar un Nivel de Seguridad "Alto" frente a ciberamenazas:
· Objetivo: Proteger el sistema nacional de identidad contra la usurpación, el robo de datos y los ataques de potencial elevado, garantizando la confianza en las transacciones electrónicas.
· Medio: Adopción del Esquema Nacional de Certificación liderado por el CCN y requisitos de resistencia técnica certificados por ENAC.


3.- ADECUACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE BUENA REGULACIÓN.

El real decreto se ajusta a los principios de buena regulación contenidos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre (principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia), en tanto que persigue un interés general al definir el marco básico para el desarrollo del marco europeo de identidad digital, siendo el instrumento que mejor se adecúa a su consecución al establecer la estructura de gobernanza nacional y distribución de funciones para la aplicación del Reglamento eIDAS, tras su modificación por el Reglamento eIDAS2, en cuanto a las carteras europeas de identidad digital, respetando el marco normativo vigente en los distintos ámbitos afectados La norma es acorde con el principio de proporcionalidad al contener la regulación imprescindible para la consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento jurídico nacional y europeo, estableciéndose un marco normativo estable, integrado y claro. 

En cuanto al procedimiento y funcionamiento de las administraciones públicas, el real decreto se ajusta a las previsiones de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y el despliegue y operación electrónica de los servicios públicos debe realizarse conforme a lo dispuesto en el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos, que desarrolla ambas leyes en esta materia. Por otra parte, en lo que concierne a la seguridad de la información, las previsiones de este real decreto se atienen a lo dispuesto en el Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, que regula el Esquema Nacional de Seguridad. Por su parte, en lo relativo los servicios electrónicos de confianza relacionados con la cartera, se aplica la Ley 6/2020, de 11 de noviembre, reguladora de determinados aspectos de los servicios electrónicos de confianza. Asimismo, en lo referente a la acreditación de organismos evaluadores de la conformidad, se cumplen las previsiones del Real Decreto 1715/2010, de 17 de diciembre, por el que se designa a la Entidad Nacional de Acreditación (ENAC) como organismo nacional de acreditación en España.

En lo que concierne al resto de principios de buena regulación contenidos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, durante el procedimiento de elaboración de la norma, se ha formalizado el trámite de audiencia pública en cumplimiento del principio de transparencia, quedando además justificados en el preámbulo los objetivos que persigue este real decreto. Por último, en virtud del principio de eficiencia la norma no introduce nuevas cargas administrativas, más aún, podrá suponer su reducción y la mejora en la eficiencia de los recursos públicos en su conjunto al ofrecer una nueva alternativa de identificación digital. 

4.- ALTERNATIVAS

Con anterioridad a la modificación del Reglamento (UE) n.º 910/2014, no existía la necesidad de aprobar una norma que regulase estas autoridades. En el año 2024, surge esta nueva necesidad, impuesta por el Reglamento eIDAS 2 y sus Reglamentos de ejecución. 

Así, como primer planteamiento, la alternativa cero es la de no tramitar una disposición regulatoria. Sin embargo, ello deja vacío de contenido los requerimientos del reglamento europeo. En este sentido, el reglamento obliga en diversos puntos a disponer de organismos nacionales con funciones específicas (por ejemplo, el artículo 12.bis indica la necesidad de disponer de un organismo de evaluación de los sistemas de identificación electrónica, el artículo 30 se refiere a necesidad de que los Estados miembros designen a los organismos con capacidad para certificar los dispositivos cualificados de creación de firmas, o el artículo 46.bis, que determina que los Estados miembros designarán los organismos de supervisión en su territorio. Por tanto, la alternativa cero se ha de descartar por no cumplir los objetivos).

Así, la alternativa escogida ha sido la de elaborar una norma específica, que se centre en exclusiva en determinar el ecosistema de la cartera de identidad digital europea en España y que sirva como base para su desarrollo y puesta a disposición de los ciudadanos. De este modo, se proporciona un entorno de certidumbre y seguridad jurídica.

5.- INCLUSIÓN EN EL PLAN ANUAL NORMATIVO Y EVALUACIÓN EX POST

Este proyecto de real decreto se ha incluido en el Plan Anual Normativo del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública para el año 2026.

II.- CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO 

1.- CONTENIDO 

[bookmark: _Hlk158894200]El real decreto consta de trece artículos distribuidos en cuatro capítulos, tres disposiciones adicionales y tres disposiciones finales. 
El primer capítulo, denominado Disposiciones generales, consta de ocho artículos y tras la concreción del objeto de la norma en el artículo 1, atribuye en los siete artículos siguientes los roles de punto de contacto único de las carteras europeas de identidad digital (a la Agencia Estatal de Administración Digital), de organismo nacional de supervisión del marco de la cartera europea de identidad digital (a la Dirección General de Ordenación de los Servicios de Digitalización y de Comunicación Audiovisual del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública, en adelante, DGOSDCA), de propietario del esquema de certificación nacional de la cartera europea de identidad digital y el sistema de identificación electrónica con arreglo al cual se proporciona (al Centro Criptológico Nacional, CCN, en adelante), de organismo nacional de acreditación de los organismos de evaluación de la conformidad (a la Entidad Nacional de Acreditación, ENAC, en adelante), de proveedor nacional de la cartera europea de identidad digital del Estado (a la AEAD) y de proveedores de datos de identidad de la persona (que podrá designar el Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública). Por último, el real decreto establece que el diseño, desarrollo, despliegue y mantenimiento de la solución que permita garantizar la correspondencia transfronteriza de la identidad de las personas físicas se llevará a cabo por la AEAD, la AEAT y la Dirección General de la Policía, que responderán de su respectivo ámbito de actuación sobre la misma.
Por su parte, el Capítulo II, relativo a la certificación e información de la cartera europea de identidad digital del Estado, consta de dos artículos. El primero de ellos regula la certificación de la cartera europea de identidad digital del Estado y el sistema de identificación electrónica con arreglo al cual se proporciona, que se llevará a cabo por el CCN (una vez acreditado por la ENAC) a petición de la AEAD. En el marco del proceso de certificación, las auditorías y pruebas funcionales, técnicas y de seguridad se podrán llevar a cabo, a petición del CCN, por uno o varios laboratorios acreditados por la ENAC, cuyos informes de evaluación servirán de base para la emisión por el CCN y la información sobre la cartera. Por su parte, el artículo 10 atribuye a la DGOSDCA, en su condición de organismo de supervisión nacional, la obligación de informar sobre la cartera europea de identidad digital certificada a la Comisión y al Grupo de Cooperación establecido de acuerdo con el artículo 46 sexies, apartado 1 del Reglamento eIDAS, y los requisitos previos para hacerlo.
El Capítulo III, relativo a las partes usuarias de las carteras europeas de identidad digital, consta de dos artículos que regulan, respectivamente, el Registro nacional de partes usuarias de las carteras y la provisión de certificados de acceso y de certificados de registro de parte usuaria de la cartera. Con relación al Registro nacional de partes usuarias, creado y regulado en el artículo 11, es la AEAD es su responsable y en dicha condición asume su gobernanza y gestión funcional y técnica. En él se inscribirán las partes usuarias establecidas en territorio nacional que tengan previsto utilizar las carteras europeas de identidad digital autorizadas en nuestro país o en otros Estados miembros de la Unión Europea, para prestar servicios públicos o privados mediante una interacción digital. La inscripción de una parte usuaria en el Registro tendrá vigencia indefinida en tanto no haya sido suspendida o se haya procedido a su cancelación
Asimismo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y el artículo 3.3 del Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos, aprobado por el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, en el apartado 3 de este artículo 11 se establece la obligatoriedad de relacionarse exclusivamente por medios electrónicos para todas las personas físicas en sus actuaciones relativas al Registro. Esta obligatoriedad se fundamenta en la capacidad técnica y dedicación profesional requerida para operar como parte usuaria en el ecosistema de identidad digital, así como en el mandato de los artículos 6.1 y 7 del Reglamento de Ejecución (UE) 2025/848, de 6 de mayo, que exige a los registradores establecer procesos de registro “en línea” y “electrónicos”. 
Por último, el apartado 8 de este artículo 11 establece que por orden de la persona titular del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública se regularán los requisitos y condiciones para el funcionamiento del Registro y el procedimiento de inscripción, modificación, suspensión y cancelación de sus asientos, en desarrollo de lo previsto en el artículo 5.ter del Reglamento (UE) Nº 910/2014, el Reglamento de Ejecución (UE) 2025/848, modificado por el Reglamento de Ejecución (UE) 2026/1730 y en este real decreto
Por su parte, el artículo 12 regula las condiciones para que la DGOSDCA autorice como entidades proveedoras de certificados de acceso y de certificados de registro de parte usuaria de las carteras europeas de identidad digital a los prestadores cualificados de servicios electrónicos de confianza incluidos en la “lista de confianza nacional de prestadores de servicios cualificados”.
Finalmente, el Capítulo IV, relativo al Catálogo nacional de fuentes auténticas de atributos regula en un solo artículo las características y funciones de dicho catálogo. A los efectos de este real decreto, se entenderá por fuente auténtica el repositorio o sistema que, conforme al artículo 3 del Reglamento (UE) Nº 910/2014, sea reconocido como tal por el Derecho de la Unión o nacional, incluidas las prácticas administrativas
Con relación a las disposiciones adicionales, la primera regula el procedimiento de verificación previa por la DGOSDCA del cumplimiento de los requisitos para la expedición de declaraciones electrónicas cualificadas de atributos. La DGOSDCA resolverá sobre la cualificación del prestador y del servicio de confianza cualificado y procederá a la inclusión o actualización de la información pertinente en la lista de confianza nacional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 22 del Reglamento (UE) Nº 910/2014 y en los actos de ejecución que resulten aplicables. 
Por su parte, la adicional segunda regula el procedimiento de verificación previa del cumplimiento de los requisitos para la expedición de declaraciones electrónicas de atributos por un organismo del sector público responsable de una fuente auténtica, o en nombre de este. Esta función se atribuye también a la DGOSDCA.
La expedición de declaraciones electrónicas de atributos exige que estas procedan de una fuente fiable. El Reglamento (UE) Nº 910/2014 no establece un inventario armonizado de registros válido para toda la Unión, sino que remite al Derecho de la Unión o nacional la determinación de los organismos del sector público responsables de una fuente auténtica para cada tipo de atributo, en los términos de su artículo 45 septies y del Reglamento de Ejecución (UE) 2025/1569. Dicha condición deriva, por tanto, del reconocimiento que otorgue la normativa sectorial aplicable en cada ámbito, sin que corresponda a este real decreto atribuirla, ampliarla ni restringirla. Ello se entiende sin perjuicio de que otras fuentes, incluidas las mantenidas por entidades privadas, puedan sustentar declaraciones electrónicas cualificadas de atributos por la vía prevista para los prestadores cualificados de servicios de confianza.
Por último, la disposición adicional tercera regula la representación de España en el Grupo de Cooperación sobre la Identidad Digital Europea previsto en el artículo 46. sexies del Reglamento (UE) Nº 910/2014, en lo relativo a la cartera europea de identidad digital.
El real decreto concluye con tres disposiciones finales que regulan, respectivamente, los títulos competenciales habilitantes, la habilitación normativa a la persona titular del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública y, finalmente, la entrada en vigor de la norma.

2. ANÁLISIS JURÍDICO

2.1 Engarce con el derecho nacional 

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de procedimiento administrativo común y para dictar las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y al amparo de los artículos 149.1.21.ª y 149.1.29.ª, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de telecomunicaciones y en materia de seguridad pública, respectivamente, en cuanto a su relación con la ciberseguridad y su impacto en la seguridad de las redes y sistemas de información. 

Por otro lado, de conformidad con el artículo 97 de la Constitución, el Gobierno tiene la competencia en el ejercicio de la potestad reglamentaria. Asimismo, el real decreto se aprueba en ejercicio de la potestad de autoorganización de la Administración del Estado sobre la base de las habilitaciones contenidas en la disposición final sexta de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en la disposición final decimoquinta de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

2.2 Contribución del proyecto al engarce con iniciativas internacionales

El esfuerzo continuado de nuestras administraciones públicas para ofrecer servicios electrónicos mejores y más eficientes, más adaptados a las demandas de la ciudadanía y las empresas, ha situado a nuestro país entre los más avanzados de la Unión Europea y la OCDE en esta materia.
Este proyecto de real decreto se desarrolla como ejecución de un reglamento europeo, por lo que el engarce con el derecho de la Unión Europea es directo. Así, tiene por objeto designar las autoridades competentes en el ámbito nacional y atribuir las funciones que les corresponden en el ecosistema de la cartera europea de identidad digital en España, para asegurar su provisión, certificación, supervisión, gobernanza y operatividad, de acuerdo con lo previsto en el Reglamento eIDAS, tras su modificación por el eIDAS 2, y de acuerdo con lo previsto en los siguientes reglamentos de ejecución de la Comisión:
a) Reglamento de Ejecución (UE) 2024/2977 de la Comisión, de 28 de noviembre de 2024, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a los datos de identificación de la persona y las declaraciones electrónicas de atributos expedidos a carteras europeas de identidad digital. 
b) Reglamento de Ejecución (UE) 2024/2979 de la Comisión, de 28 de noviembre de 2024, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la integridad y las funcionalidades básicas de las carteras europeas de identidad digital.
c) Reglamento de Ejecución (UE) 2024/2980 de la Comisión, de 28 de noviembre de 2024, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a las notificaciones a la Comisión relativas al ecosistema de la cartera europea de identidad digital.
d) Reglamento de Ejecución (UE) 2024/2981 de la Comisión, de 28 de noviembre de 2024, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la certificación de las carteras europeas de identidad digital
e) Reglamento de Ejecución (UE) 2024/2982 de la Comisión, de 28 de noviembre de 2024, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a los protocolos y las interfaces que admitirá el marco europeo de identidad digital.
f) Reglamento de Ejecución (UE) 2025/846 de la Comisión, de 6 de mayo de 2025, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la correspondencia transfronteriza de la identidad de las personas físicas
g) Reglamento de Ejecución (UE) 2025/847 de la Comisión, de 6 de mayo de 2025, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a las reacciones a las violaciones de la seguridad de las carteras europeas de identidad digital
h) Reglamento de Ejecución (UE) 2025/848 de la Comisión, de 6 de mayo de 2025, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo al registro de las partes usuarias de las carteras.
i) Reglamento de Ejecución (UE) 2025/849 de la Comisión, de 6 de mayo de 2025, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la presentación de información a la Comisión y al Grupo de Cooperación para la lista de carteras europeas de identidad digital certificadas.
j) Reglamento de Ejecución (UE) 2025/1566 de la Comisión, de 29 de julio de 2025, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a las normas de referencia para la verificación de la identidad y el cotejo de los atributos de la persona a la que va a expedirse el certificado cualificado o la declaración electrónica cualificada de atributos.
k) Reglamento de Ejecución (UE) 2025/1569 de la Comisión, de 29 de julio de 2025, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a las declaraciones electrónicas cualificadas de atributos y las declaraciones electrónicas de atributos proporcionadas por un organismo del sector público responsable de una fuente auténtica, o en nombre de este.
l) Reglamento de Ejecución (UE) 2025/1571 de la Comisión, de 29 de julio de 2025, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a los formatos y procedimientos de los informes anuales de los organismos de supervisión.
m) Reglamento de Ejecución (UE) 2025/1572 de la Comisión, de 29 de julio de 2025, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta al formato y los procedimientos de notificación de intenciones y de verificación en relación con el inicio de servicios de confianza cualificados.
n) Reglamento de Ejecución (UE) 2025/2162 de la Comisión, de 27 de octubre de 2025, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº  910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la acreditación de los organismos de evaluación de la conformidad que realizan la evaluación de los prestadores cualificados de servicios de confianza y de los servicios de confianza cualificados que prestan, el informe de evaluación de la conformidad y el sistema de evaluación de la conformidad.
ñ) Reglamento de Ejecución (UE) 2026/798 de la Comisión de 7 de abril de 2026 por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) Nº 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a las normas de referencia y especificaciones para la incorporación a distancia de usuarios a las carteras europeas de identidad digital por medios de identificación electrónica conformes con el nivel de seguridad sustancial junto con procedimientos adicionales de incorporación a distancia cuando la combinación cumpla los requisitos del nivel de seguridad alto.
o) Reglamento de Ejecución (UE) 2026/1730 de la Comisión, de 15 de julio de 2026, por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) 2025/848 en lo que respecta a las normas y especificaciones aplicables. 
p) Reglamento de Ejecución (UE) 2026/1731 de la Comisión, de 15 de julio de 2026, por el que se modifican los Reglamentos de Ejecución (UE) 2024/2977, (UE) 2024/2979, (UE) 2024/2980 y (UE) 2024/2982 en lo que respecta a las normas y especificaciones aplicables. 
q) Reglamento de Ejecución (UE) 2026/1735 de la Comisión, de 15 de julio de 2026, por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) 2025/1569 en lo que respecta a las normas y especificaciones aplicables.

En este sentido, la posición de España en el ámbito europeo es especialmente relevante en este entorno. En el último informe sobre el Índice de Economía y Sociedad Digital (DESI), publicado en el año 2025 por la Comisión Europea, España se sitúa como el quinto Estado miembro de la UE con mejor puntuación en el ranking que valora los servicios públicos digitales a disposición de los ciudadanos, liderando a los países de nuestro entorno con características similares en cuanto a tamaño y complejidad administrativa como Alemania, Francia, Italia, Países Bajos o Portugal.
El desarrollo de este real decreto sienta las bases necesarias para la implantación de la cartera digital europea, que además de una obligación para los Estados miembros, supone igualmente una contribución de España al proyecto común europeo. 
2.3 Modificaciones y derogaciones normativas 

El real decreto no modifica ni deroga otra normativa.

2.4 Vigencia de la norma y entrada en vigor

[bookmark: _Hlk152005660]De acuerdo con lo previsto en la Disposición final tercera del real decreto, este entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”. Dado que el Reglamento europeo no establece un plazo de vigencia temporal, este real decreto que lo desarrolla en España tiene una vigencia indefinida.

Asimismo, es relevante señalar que la utilización de la cartera digital es voluntaria en todo caso, por lo que no impone nuevas obligaciones a las personas físicas o jurídicas que desempeñen una actividad económica o profesional, y, en consecuencia, no aplican las previsiones del artículo 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (LG, en adelante).

2.5 Potestad de desarrollo reglamentario

De acuerdo con lo previsto en la disposición final segunda, el real decreto autoriza a la persona titular del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública para que dicte cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo previsto en el mismo.
Por otra parte, en lo que concierne específicamente al registro de partes usuarias regulado en el artículo 11, su apartado 8 establece que por orden de la persona titular del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública se regularán los requisitos y condiciones para el funcionamiento del Registro y el procedimiento de inscripción, modificación, suspensión y cancelación de sus asientos, en desarrollo de lo previsto en el artículo 5.ter del Reglamento (UE) Nº 910/2014, el Reglamento de Ejecución (UE) 2025/848, modificado por el Reglamento de Ejecución (UE) 2026/1730 y en este real decreto. 

III.- ADECUACIÓN DE LA NORMA AL ORDEN DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS

Este real decreto se dicta al amparo de los siguientes títulos de competencia exclusiva estatal establecidos en el artículo 149.1 de la Constitución:
1. Artículo 149.1.18.ª: Bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común.
2. Artículo 149.1.21.ª: Telecomunicaciones.
3. Artículo 149.1.29.ª: Seguridad pública.

La naturaleza transversal de la Cartera Europea de Identidad Digital requiere una aplicación conjunta de estos títulos para garantizar un marco normativo coherente y seguro.
El título previsto en el art. 149.1.18.ª fundamenta la regulación de la Cartera y del Dato de Identificación de la Persona (PID) en tanto que establecen las condiciones básicas de identificación de los ciudadanos ante el sector público, asegurando que el ejercicio de los derechos digitales sea uniforme en todo el territorio nacional y en el procedimiento administrativo común.
Por su parte, los títulos 21.ª y 29.ª amparan la intervención del Estado en la fijación de los requisitos de ciberseguridad y la gestión técnica de los sistemas de información. La identidad digital oficial es hoy un componente crítico de la seguridad pública, ya que un sistema vulnerable permitiría la usurpación de identidad a gran escala; asimismo, la integridad de las transacciones electrónicas transfronterizas es inherente al régimen general de las telecomunicaciones. Estas competencias justifican las funciones atribuidas al Centro Criptológico Nacional (CCN) como organismo de certificación y la supervisión técnica del ecosistema.
La norma se fundamenta en la potestad de autoorganización del Estado, necesaria para distribuir funciones entre órganos existentes (como la AEAD, la DGOSDCA, el CCN y la DGP) para cumplir con el mandato imperativo del Reglamento (UE) 2024/1183. Siguiendo la doctrina del Tribunal Constitucional en su Sentencia 95/84 (FJ 4), este real decreto constituye una norma de organización que distribuye competencias de las que el Estado ya es titular, sin alterar el orden competencial general, con el fin de ejercerlas de forma coordinada en cumplimiento del derecho de la Unión Europea.
El Estado, haciendo uso de su competencia sobre las bases, establece los estándares técnicos, de seguridad y de gobernanza mínimos necesarios para garantizar la interoperabilidad nacional y transfronteriza y evitar la fragmentación del mercado único digital.

IV.- DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN

A) Tramitación de urgencia.

De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 5.bis del Reglamento (UE) Nº 910/2014, en su texto consolidado, “A los efectos de garantizar que todas las personas físicas y jurídicas dispongan de un acceso transfronterizo seguro, de confianza y sin incidencias a servicios públicos y privados en la Unión, manteniendo al mismo tiempo el pleno control sobre sus datos, cada Estado miembro proporcionará al menos una cartera europea de identidad digital en los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigor de los actos de ejecución a que se refieren el apartado 23 del presente artículo y el artículo 5 quater, apartado 6.”. Esa fecha es el 24 de diciembre de 2026 de acuerdo con lo previsto en los cinco reglamentos o actos de ejecución a que se refieren ambos preceptos, todos ellos publicados en su versión inicial el 4 de diciembre de 2024 con una vacatio legis de 20 días. En concreto se trata de los Reglamentos de ejecución (ya detallados en el epígrafe 2.2 del apartado 2 (Análisis jurídico) de esta memoria) 2024/2977, 2024/2979, 2024/2980, 2024/2981 y 2024/2982.

Salvo el Reglamento de Ejecución (UE) 2024/2981 de la Comisión, de 28 de noviembre de 2024, los otros cuatro que se han enumerado han sido objeto de una amplia modificación operada por los siguientes reglamentos, todos ellos aprobados el 15 de julio de 2026 y publicados el 22 de julio: 
a)	Reglamento de Ejecución (UE) 2026/1730 de la Comisión, de 15 de julio de 2026, por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) 2025/848 en lo que respecta a las normas y especificaciones aplicables. 
b)	Reglamento de Ejecución (UE) 2026/1731 de la Comisión, de 15 de julio de 2026, por el que se modifican los Reglamentos de Ejecución (UE) 2024/2977, (UE) 2024/2979, (UE) 2024/2980 y (UE) 2024/2982 en lo que respecta a las normas y especificaciones aplicables. 
c)	Reglamento de Ejecución (UE) 2026/1735 de la Comisión, de 15 de julio de 2026, por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) 2025/1569 en lo que respecta a las normas y especificaciones aplicables.

El cumplimiento de la previsión del mencionado artículo 5.bis.1 relativa a que “cada Estado miembro proporcionará al menos una cartera europea de identidad digital en los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigor de los actos de ejecución”, exige la realización de un conjunto de actuaciones íntimamente relacionadas en los planos normativo, técnico, de certificación de la cartera y de información a la Comisión Europea, cuyo elemento clave en el primero de los planos mencionados se concreta en la tramitación y aprobación del real decreto por el que se regula el ecosistema de cartera europea de identidad digital en España, que define con claridad en nuestro ordenamiento jurídico los actores involucrados, sus competencias y los mecanismos de coordinación que aseguren el correcto funcionamiento de la implementación nacional en el contexto del marco europeo. 

Sin embargo, lo singular de este supuesto radica en que, a pesar de que las modificaciones de los reglamentos de ejecución señalados aprobadas de forma definitiva en fecha tan reciente son de calado, ello no ha alterado el plazo previsto en el artículo 5 bis.1 del Reglamento (UE) n.º 910/2014, cuyo cumplimiento continúa exigiendo que los Estados miembros proporcionen al menos una cartera europea de identidad digital no más tarde del 24 de diciembre de 2026, y ello ha obligado a reajustar tanto determinados requisitos tecnológicos de la propia cartera respecto del diseño inicial como el contenido del proyecto de real decreto que se debe aprobar (y en consecuencia, el inicio de su tramitación), lo que exige de forma ineludible la tramitación por vía de urgencia del real decreto para poder cumplir con el plazo exigido.

Por ello, el Consejo de Ministros ha aprobado en su reunión de 29 de septiembre el Acuerdo por el que se autoriza la tramitación administrativa urgente prevista en el artículo 27.1a) LG del proyecto de real decreto. La tramitación por vía de urgencia implicará, se acuerdo con el mencionado artículo 27 que:

	“a) Los plazos previstos para la realización de los trámites del procedimiento de elaboración, establecidos en esta o en otra norma, se reducirán a la mitad de su duración. Si, en aplicación de la normativa reguladora de los órganos consultivos que hubieran de emitir dictamen, fuera necesario un acuerdo para requerirlo en dicho plazo, se adoptará por el órgano competente; y si fuera el Consejo de Ministros, se recogerá en el acuerdo previsto en el apartado 1 de este artículo.
	b) No será preciso el trámite de consulta pública previsto en el artículo 26.2, sin perjuicio de la realización de los trámites de audiencia pública o de información pública sobre el texto a los que se refiere el artículo 26.6, cuyo plazo de realización será de siete días.
	c) La falta de emisión de un dictamen o informe preceptivo en plazo no impedirá la continuación del procedimiento, sin perjuicio de su eventual incorporación y consideración cuando se reciba”.

B) Consulta pública previa

No procede. El Consejo de Ministros ha acordado el 29 de septiembre de 2026 la tramitación urgente del proyecto de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 de la 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, por lo que de acuerdo con lo previsto en el párrafo b) de su apartado 2, no será preciso

C) Audiencia e información pública.
De acuerdo con lo previsto en el art. 26.6 LG se realizará el trámite de audiencia pública. Ténganse en cuenta, en especial, las previsiones de los artículos 11 (Registro nacional de partes usuarias de las carteras), 12 (Provisión de certificados de acceso y de certificados de registro de parte usuaria de la cartera) y la Disposición adicional primera (Procedimiento de verificación previa del cumplimiento de los requisitos para la expedición de declaraciones electrónicas cualificadas de atributos), que pueden afectar a partes usuarias de la cartera que presten servicios privados y a prestadores cualificados de servicios electrónicos de confianza que obtengan la certificación de la DGOSDCA

Asimismo, de acuerdo con lo previsto en el inciso segundo del primer párrafo del art. 26.6 LG se realizará una audiencia específica a la Entidad Nacional de Acreditación (ENAC), designada en el artículo 5 del proyecto como Organismo Nacional de Acreditación de los organismos de evaluación de la conformidad de la cartera.

D) Informes pendientes: 

1) Informes de todos los ministerios, de acuerdo con lo previsto en el art 26.5.1º.
2) Informe de la Agencia Española de Protección de Datos (art. 5.3.b) del Estatuto de la Agencia Española de Protección de Datos, aprobado por el Real Decreto 389/2021, de 1 de junio.
3) Informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (art 5.2 de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia).
4) Informe de la Oficina de Coordinación y Calidad Normativa (art. 26.9 LG)
5) Informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública (art. 26.5.4º LG). 

Aun siendo una norma eminentemente organizativa, no procede la evacuación del trámite de aprobación previa (26.5.5º LG) al entenderse implícita por ser el Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública, competente para su evacuación, el departamento proponente del proyecto.

E) Dictamen del Consejo de Estado

Al tratarse de una disposición reglamentaria que se dicta en ejecución, cumplimiento o desarrollo de tratados, convenios o acuerdos internacionales y del derecho comunitario europeo, procede la evacuación del dictamen de la Comisión Permanente del Consejo de Estado, de acuerdo con el artículo 22.2. de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado y el artículo 26.7. LG.


V.- ANÁLISIS DE IMPACTOS

1. Impacto económico 
La definición del ecosistema nacional es el requisito previo para que los ciudadanos y empresas españolas accedan a los beneficios del Mercado Único Digital. Si bien este real decreto tiene un carácter eminentemente organizativo, su impacto es directo al proporcionar la seguridad jurídica necesaria para la inversión privada y la adopción masiva de servicios de confianza:

a) Crecimiento y valor añadido: El establecimiento de la estructura de gobernanza permite a España integrarse en un modelo que, según la Comisión Europea, generará entre 250 y 1.270 millones de euros de valor añadido en la UE en una década. La designación de autoridades como el CCN (Certificación) y la AEAD (Provisión) garantiza que este valor se materialice bajo un nivel de seguridad "alto", reduciendo el fraude de identidad y los ciberdelitos.
b) Impacto en el empleo: La dinamización del mercado de servicios de confianza (QEAA), la emisión de credenciales no cualificadas (EAA) y la obligatoriedad de aceptación en sectores críticos impulsarán la creación de empleo cualificado en el sector tecnológico y de ciberseguridad, con una proyección regional de miles de nuevos puestos de trabajo derivados de la expansión de las transacciones online.
c) Eficiencia sectorial: El uso de la Cartera habilitado por este RD permitirá ahorros operativos masivos por la eliminación de procesos de identificación manuales. Los Staff Working Documents de la Comisión estiman ahorros anuales de entre 680 y 1.360 millones de euros en el sector financiero y hasta 2.510 millones en el ámbito de la eSalud.

En cuanto al impacto en las Pequeñas y Medianas Empresas (PYMEs), las cuales representan el 90% del tejido empresarial español, son las principales beneficiarias de la reducción de costes fijos de cumplimiento. Este real decreto, al regular el Registro Nacional de Partes Usuarias (que se desarrolla por una orden ministerial) y facilitar la interoperabilidad, permitirá a las PYMEs:

· Reducir un 90% los costes de verificación de identidad de nuevos clientes.
· Ahorrar una media de 20 horas anuales en interacciones con administraciones públicas y proveedores gracias al principio de "solo una vez" y al uso de atributos digitales verificables.


2. Impacto presupuestario.

La puesta en marcha del proyecto de cartera europea de identidad digital nacional y su ecosistema hace necesario reforzar de forma transversal los recursos humanos y las capacidades organizativas precisas a los órganos, organismos y entidades que asumen roles y funciones para garantizar el adecuado desarrollo, implantación, seguimiento y gobernanza del proyecto. 
Cabe reseñar que la cartera europea de identidad digital, su ecosistema, certificación y supervisión se crean para dar cumplimiento a las obligaciones establecidas del Reglamento eIDAS (Reglamento (UE) nº 910/2014, modificado por Reglamento (UE) 2024/1183 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024) de dotar a todos los Estados miembros de un medio de identidad digital común en la Unión Europea, con reconocimiento transfronterizo, y para contribuir a la digitalización y acercamiento de los servicios públicos y privados digitales mediante el uso de las carteras europeas. 

A) Para la AEAD

El cumplimiento de las obligaciones derivadas del proyecto conlleva una necesidad de gasto directo para la AEAD, que asume los roles de proveedor de la cartera, punto de contacto único y responsable del registro nacional de partes usuarias.
Se estima un impacto presupuestario de 3.000.000 € anuales para el ecosistema. Esta cantidad se destinará a cubrir los costes de desarrollo, mantenimiento evolutivo y despliegue de la infraestructura técnica de la Cartera, así como la gestión operativa del Registro Nacional de Partes Usuarias y la solución de correspondencia transfronteriza de identidad.
El importe engloba tanto gastos corrientes en bienes y servicios (Capítulo 2) para el soporte técnico e infraestructuras cloud, como gastos de personal (Capítulo 1) asociados a las unidades encargadas de la supervisión técnica y atención al usuario.
Se prevé que estos costes puedan ser cubiertos mediante las dotaciones ordinarias de la AEAD consignadas en los Presupuestos Generales del Estado, sin perjuicio de la posible captación de fondos de la Unión Europea destinados a la digitalización de las administraciones públicas.

B) Para la DGOSDCA

Este real decreto atribuye a la DGOSDCA nuevas funciones y competencias vinculadas al desarrollo de la identidad digital y, específicamente en el ámbito de los servicios de confianza, al servicio cualificado de expedición de declaraciones electrónicas cualificadas de atributos, en el marco del Reglamento eIDAS y de sus actos de ejecución. Estas nuevas responsabilidades se suman a las ya actualmente ejercidas por la Dirección General, incrementando de manera significativa el volumen, complejidad técnica y especialización de las actuaciones a desarrollar.
En concreto, la DGOSDCA asumiría las siguientes nuevas competencias relacionadas con este real decreto de manera continuada en el tiempo y con un marco que está previsto que crezca de forma exponencial:
· Organismo de supervisión del marco de cartera europea de identidad digital,
· Organismo de supervisión del servicio de confianza cualificado consistente en la expedición de declaraciones electrónicas cualificadas de atributos.
· Autorizador de prestadores de emisión de certificados de acceso de partes usuarias de la cartera, 
· Autorizador de prestadores de emisión de certificados de registro de partes usuarias de la cartera,
· Verificador de organismos públicos responsables de fuentes auténticas para la emisión de declaraciones electrónicas de atributos
· Responsable de la gestión y actualización de las lista de confianza en lo relativo a los prestadores y al servicio de confianza cualificado de expedición de declaraciones electrónicas cualificadas de atributos, así como de la información correspondiente a los proveedores de datos de identificación de la persona, los proveedores de carteras europeas de identidad digital, los proveedores de certificados de acceso de las partes usuarias de la cartera y, previsiblemente, los proveedores de certificados de registro de las partes usuarias de la cartera.
La creación y dotación de los puestos requeridos tendrá el correspondiente impacto económico y presupuestario, derivado de las necesidades de personal y funcionamiento asociadas al ejercicio de las nuevas competencias asumidas. Dicho impacto será atendido de conformidad con las disponibilidades presupuestarias existentes y la capacidad para atender las adicionales que, en su caso, resulten necesarias.

3. Análisis de las cargas administrativas.

La norma actúa como el habilitador jurídico necesario para el despliegue de la Cartera Europea de Identidad Digital en España, lo que permitirá la sustitución sistemática de trámites basados en soportes físicos por interacciones puramente digitales. La reducción de cargas se fundamenta en la aplicación del principio de "solo una vez" y en la eliminación de la obligación de los ciudadanos de aportar documentos que ya obren en poder de la Administración o que puedan ser verificados de forma autónoma mediante declaraciones electrónicas de atributos.

Cuantificación según el Método Simplificado: 

Tomando como referencia los valores estándar del Anexo V de la Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria de Análisis de Impacto Normativo[footnoteRef:6], la transición hacia el ecosistema de la Cartera genera un ahorro neto por cada interacción administrativa de la siguiente manera: [6:  Referencia: https://portal.mineco.gob.es/RecursosArticulo/mineco/economia/ficheros/guia_metodologica_ain.pdf] 

· Coste de solicitud presencial: 80 €.
· Coste de solicitud electrónica: 5 €.
· Ahorro unitario: 75 € por cada trámite que pase de la modalidad presencial a la digital mediante el uso de la Cartera.
Adicionalmente, se identifica un ahorro derivado de la simplificación documental, al evitar la aportación de datos (valorado en 2 € por dato) y la presentación de copias compulsadas (valorado en 1 € adicional), gracias a la validez legal intrínseca de las credenciales digitales que porta el usuario.
Impacto Agregado y Referencias Europeas Basándose en los análisis de impacto de la Comisión Europea (SWD/2021/124), se estima que el uso de la Cartera producirá los siguientes beneficios sistémicos:
a) Ahorro para la ciudadanía: Una reducción de las cargas administrativas estimada entre 350 y 400 millones de euros anuales a nivel de la Unión Europea por el ahorro de tiempo y recursos en la gestión de evidencias.
b) Eficiencia temporal: Se proyecta un ahorro medio de 20 horas anuales por ciudadano en interacciones con administraciones y entidades privadas, al eliminar desplazamientos y esperas físicas.
c) Beneficios para el sector privado: Las empresas verán reducidos sus costes operativos de identificación en sectores regulados hasta en un 25% anual. En el caso de las PYMES, se estima un ahorro acumulado de hasta 4.100 millones de euros al año en el conjunto de la Unión (unos 800 € de media por PYME) debido a la simplificación de procesos transfronterizos.

 
4. Impacto por razón de género.

Analizada la propuesta desde la perspectiva de género, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, y 26.3.f) LG, se concluye que el impacto por razón de género es nulo.


5. Otros impactos.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 2.1.g) del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, esta incluirá cualquier otro extremo que pudiera ser relevante a criterio del órgano proponente, prestando especial atención a los impactos de carácter social y medioambiental, al impacto en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad y al impacto que tendrá para la ciudadanía y para la Administración el desarrollo o uso de los medios y servicios de la Administración digital que conlleve la norma. 
A tal efecto, sin perjuicio de lo ya señalado en cuanto al desarrollo o uso de los medios y servicios de la Administración digital, cabe destacar los siguientes impactos:

1) Impacto medioambiental: el proyecto contribuye a los objetivos de sostenibilidad de la Unión Europea al fomentar procesos administrativos íntegramente digitales (paper-less). La eliminación de la necesidad de soportes físicos para credenciales (como carnés de plástico o certificados en papel) y la reducción de desplazamientos de los ciudadanos a oficinas públicas suponen una disminución directa de la huella de carbono asociada al transporte y al consumo de materiales, alineándose con la iniciativa del Pacto Verde Europeo.

2) Impacto social y soberanía digital: La Cartera actúa como un motor de inclusión digital. Al simplificar el acceso a servicios de salud, educación y seguridad social en toda la UE, se reducen las barreras para ciudadanos que viven en el extranjero o en entornos rurales. Además, refuerza la soberanía digital del ciudadano al devolverle el control exclusivo sobre sus datos, permitiendo transacciones seguras sin necesidad de intermediarios que rastreen su comportamiento.

3) Igualdad, no discriminación y accesibilidad universal: La norma tiene un impacto positivo y directo en las personas con discapacidad. De acuerdo con el artículo 5 bis.21 del Reglamento 2024/1183, la Cartera debe ser accesible en igualdad de condiciones conforme a la Directiva (UE) 2019/882. El real decreto garantiza que la identidad digital no sea una barrera, sino una ayuda, al integrar interfaces claras y comprensibles para personas mayores o con limitaciones funcionales.

4) Protección a la infancia y a la adolescencia: El impacto en este ámbito es significativo y preventivo. La implementación de la Cartera permite la divulgación selectiva de atributos, lo que significa que un menor puede demostrar su edad ante plataformas digitales sin necesidad de revelar su nombre, domicilio o fecha de nacimiento completa. Esto proporciona una herramienta técnica esencial para cumplir con la protección de los menores en Internet exigida por la LOPDGDD, garantizando un entorno digital más seguro y privado para los jóvenes.
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